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CÁMARA DE APELACIONES EN LO CAYT - SALA I  

GARBARINO SAIC EI CONTRA DIRECCION GENERAL DE DEFENSA Y PROTECCION DEL CONSUMIDOR 

SOBRE RECURSO DIRECTO SOBRE RESOLUCIONES DE DEFENSA AL CONSUMIDOR  

Número: EXP 35483/2017-0 CUIJ: EXP J-01-00064988-7/2017-0  

Actuación Nro: 12398657/2018 En la Ciudad de Buenos Aires, a los días del mes de noviembre de 

dos mil dieciocho, se reúnen en acuerdo los Señores Jueces de la Sala I de la Cámara de 

Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires, para dictar sentencia en los autos “Garbarino SAICEI c/ Dirección General de Defensa y 

Protección del Consumidor s/ recurso directo sobre resoluciones de defensa al consumidor”, EXP 

35483/2017-0, y habiéndose practicado el sorteo pertinente resulta que debe observarse el 

siguiente orden: Carlos F. Balbín, Mariana Díaz y Fabiana Schafrik de Nuñez. El juez Carlos F. Balbín 

dijo: I. Garbarino S.A. dedujo un recurso directo contra la disposición DI-2017-2566- DGDyPC, por 

medio de la cual la Dirección General de Defensa y Protección del Consumidor de la Ciudad 

(DGDyPC) le impuso una multa de $ 50.000, por infracción a los arts. 4º, 35 y 36 de la Ley de 

Defensa del Consumidor (LDC). El acto administrativo impugnado fue dictado en el marco de las 

actuaciones iniciadas a partir de la denuncia formulada por el señor H. O. (fs. 1/3). En dicha 

presentación, el denunciante explicó que la empresa le reclamaba el pago de un crédito que no 

había tomado. Asimismo, detalló las gestiones infructuosas ante la denunciada, tendientes a que 

se regularice esa situación y se elimine el registro de dicha deuda de la base de datos de “Veraz”. 

Una vez sustanciado el sumario, la DGDyPC dictó el acto aquí impugnado. En punt cuales se 

brindará la prestación. Los argumentos por los cuales la sumariada impugna esta decisión son, en 

síntesis, los siguientes. Sostiene que durante la audiencia de conciliación, el denunciante 

reconoció haber suscripto el pagaré; extremo que no fue asentado en el acta labrada en aquella 

oportunidad. Por otra parte, arguye que inferir que la sancionada “… no cumplió con lo dispuesto 

por los artículos 35 y 36 sería reconocer que el usuario obtuvo el servicio referido pero que la 

empresa no cumplió con los requisitos formales para el otorgamiento de dicho servicio” (fs. 42 

vta.). Considera, asimismo, que el título ejecutivo es clave para desvirtuar los hechos invocados 

por el denunciante. Desde otro plano, aduce que al cierre de la instancia conciliatoria no se le 

permitió ejercer su derecho de defensa. Se agravia también del monto de la multa. En ese orden, 

insiste en la inexistencia de infracción. Señala también que desconoce cuál fue el argumento 

utilizado para fijar la cuantía de la sanción. Finalmente, objeta que se la obligue a publicar el art. 

1º del acto impugnado. A fs. 67/72 contesta el traslado del recurso el GCBA; presentación a cuyos 

términos remito por razones de brevedad. Allí solicita que se rechace el remedio intentado, con 

costas. A fs. 78/80 dictamina la Sra. Fiscal de Cámara. A fs. 81 se elevan los autos al acuerdo de 

Sala. II. La empresa aduce no haber contravenido el deber de información. Funda su posición, 

básicamente, en que el denunciante habría suscripto un pagaré que acredita la operación de 

crédito. Sin embargo, la circunstancia alegada no guarda relación con la infracción bajo análisis. En 

efecto, antes de presentarse ante la DGDyPC, el Sr. O. desconoció el préstamo ante la empresa, sin 



obtener ninguna explicación. Adviértase, además, que –sin perjuicio del deber de información 

genérico consagrado en el art. 4º– las operaciones financieras y de crédito para consumo exigen 

que el proveedor brinde al cliente una serie de precisiones adicionales (conf. el art. 36), que en 

modo alguno surgen del pagaré presuntamente firmado por el consumidor. De allí que resulte 

incorrecto lo sostenido por la recurrente al formular su descargo, en cuanto a que “todos los 

detalles que conllevan los créditos que se contratan al momento de otorgar un préstamo personal, 

son informados a cada cliente mediante el pagaré y el cronograma de pagos, dándose con ello fiel 

cumplimiento a los requisitos impuestos por el artículo 36 de la Ley 24.240” (fs. 26, énfasis 

agregado). Basta confrontar el tenor del documento acompañado (ver la copia obrante a fs. 10) 

con los requisitos enumerados en el art. 36 de la LDC, para concluir que la información brindada 

dista de ser suficiente y oportuna. Por caso, la pieza no indica ni la tasa de interés aplicada, ni el 

total de intereses a pagar, ni el costo financiero total (incisos d) y e) del artículo citado). De hecho, 

la empresa ni siquiera indica cuál fue el capital facilitado en préstamo, la fecha del crédito, el plazo 

y la forma de pago. El pagaré simplemente da cuenta de la obligación del cliente de abonar la 

suma de $ 4.250 “… por igual valor recibido a mi/nuestra entera satisfacción”. A propósito del 

deber de información, la doctrina ha dicho que “adquiere, en materia de defensa del consumidor, 

el rango de derecho fundamental reconocido expresamente en el artículo 42 de la Constitución 

Nacional en tanto constituye un trascendental instrumento tendiente a conjurar la superioridad 

económico-jurídica que suelen detentar los proveedores” y que “… actúa no sólo en la etapa 

precontractual sino también durante la ejecución del contrato. En el primer supuesto, la 

información de todas aquellas circunstancias que refieren a la prestación en sí y a las condiciones 

económicas y jurídicas de adquisición del producto o contratación del servicio, tiende a facilitar la 

emisión de un consentimiento esclarecido, informado y por tanto plenamente eficaz; en el 

segundo caso, se presenta como un efecto del contrato perfeccionado que apunta a que el 

consumidor o usuario pueda hacer valer sus derechos” (cfr. Wajntraub, Javier, “Protección Jurídica 

del Consumidor”, Bs. As., Lexis Nexis, 2004, pp. 48-50). Por lo expuesto, debe concluirse que la 

recurrente ha transgredido los arts. 4 y 36 de la LDC. III. En cuanto a la transgresión al art. 35 de la 

LDC, debe tenerse en cuenta que la denunciada no ha acreditado que el pagaré acompañado haya 

sido suscripto efectivamente por el Sr. O.. Si bien aduce que en la audiencia celebrada ante la 

DGDyPC, el denunciante habría reconocido su firma en ese documento, lo cierto es que el acta 

labrada en esa oportunidad no da cuenta de esa circunstancia. El denunciante, por su parte, había 

negado categóricamente la deuda al formular la denuncia; posición que se mantuvo inalterada 

durante la sustanciación del procedimiento sumarial. La empresa tampoco ofreció ningún medio 

de prueba tendiente a acreditar la autenticidad de la firma. En ese sentido, la administración pone 

de resalto que la denunciada no solicitó que se realice una prueba pericial caligráfica. Más allá de 

que no se ha demostrado que el pagaré haya sido suscripto por el Sr. O., la recurrente reconoce 

que el denunciante era cliente de la sucursal de Once, donde “… realizaba todas sus compras y 

abonaba las cuotas de los diferentes créditos otorgados por otras compras realizadas” (fs. 26 vta.). 

Sostiene, además, que al otorgarse el “préstamo personal” se cumplió con los requisitos fijados en 

el art. 36 de la LDC (fs. 27 vta.); cumplimiento que, como se indicó anteriormente, no ha sido tal. 

Ahora bien, según su razonamiento, si el Sr. O. tomó voluntariamente un préstamo, ello impide 

tener por configurada una violación al art. 35 de la LDC. Este planteo soslaya los diversos cargos 



que pueden encontrarse asociados a dicho crédito. En este punto, debe enfatizarse que ni en 

ocasión de formular su descargo, ni al fundar su recurso directo, la empresa ha descripto, siquiera 

mínimamente, cuál es la composición de la deuda que reclama al Sr. O.. En efecto, no indica cuál 

es el capital, los intereses, ni si existen otros cargos vinculados a la operación. Este silencio resulta 

llamativo; máxime cuando la imputación formulada involucraba la contravención al deber de 

información previsto en el art. 4º y –con mayor detalle respecto de este tipo de operaciones– en el 

art. 36 de la LDC. Debe tomarse nota de dicho déficit, toda vez que, como la jurisprudencia ha 

señalado en distintas oportunidades, cuando el proveedor brinda información insuficiente, ello 

puede traducirse en una afectación del consentimiento a ser prestado por el consumidor, parte 

débil de la relación de consumo (CNFed Contencioso Administrativo, Sala II, “Unión Usuarios y 

Consumidores c. Telefónica Argentina S.A. s/ proceso de conocimiento”, 20/09/2018, La Ley 

Online AR/JUR/47410/2018; en sentido similar, TS Córdoba, Sala Contencioso Administrativa, 

“Simonelli de Labadie, Carolina c/ Provincia de Córdoba”, 1/9/2009, La Ley Online 70062020). En 

consecuencia, también en este punto el recurso será rechazado. IV. En relación con el monto de la 

multa, cabe señalar que cuando la administración impone una sanción por infracción a la LDC, 

debe aplicar las pautas enunciadas por el art. 49 de dicha norma –replicadas en el art. 16 de la ley 

local–, considerando las circunstancias fácticas del caso. En tales términos, la administración 

explicitó cuáles fueron las pautas que, en este caso concreto, determinaron la aplicación de la 

multa y su graduación. De acuerdo a lo expuesto, no puede deducirse que la autoridad de 

aplicación hubiera desoído los parámetros impuestos por la normativa a efectos de graduar la 

sanción aplicada. La recurrente aduce, en términos escuetos y sin un mínimo desarrollo 

argumental, que no existe infracción y que desconoce las razones ponderadas para fijar el monto 

de la sanción. En cuanto a la ausencia de infracción, para desestimar este argumento no cabe más 

que remitirse a lo expuesto anteriormente. Por otra parte, si bien afirma desconocer los 

fundamentos de la cuantificación de la multa, lo cierto es que el acto impugnado se refiere 

expresamente al perjuicio que importa la falta de información precisa para el consumidor y a la 

envergadura y posición del proveedor en el mercado. Estas consideraciones no son rebatidas en el 

recurso. Asimismo, debe tenerse en consideración que la parte actora no explicó por qué razón el 

valor de la sanción resultaría desproporcionado a la infracción ni manifiesta por qué motivo 

resultaría elevado –máxime, teniendo en cuenta que la multa en cuestión se halla mucho más 

cerca del mínimo que del máximo dentro de los montos establecidos por el inc. b) del art. 47 de la 

Ley Nº 24.240, que fija la escala desde “PESOS CIEN ($ 100) a PESOS CINCO MILLONES ($ 

5.000.000)”–. En cuanto a la objeción a la publicación de la parte dispositiva del acto 

sancionatorio, lo cierto es que lo dispuesto por la demandada se ajusta a lo previsto en el art. 47 

de la LDC y en el art. 18 de la ley 757. La recurrente no cuestiona la validez de esas normas, ni 

presenta ninguna razón tendiente a explicar por qué resultarían inaplicables. Frente a ello, no cabe 

más que rechazar el planteo. V. En cuanto a las costas, considero que deben ser impuestas a la 

recurrente, por aplicación del principio de la derrota (art. 62 del CCAyT). VI. En relación con la 

regulación de honorarios a favor de la dirección letrada y representación procesal de la parte 

demandada, corresponde fijar la suma de pesos diez mil doscientos cincuenta y cinco ($ 10.255.-). 

Ello, de conformidad con los artículos 1, 3, 15, 16, 17, 20, 23, 24, 29, 54, 56, 60, 62 y concordantes 

de la Ley Nº 5134; y considerando el monto, la complejidad de la cuestión planteada, la extensión 



y calidad de la labor desarrollada y su resultado, así como los montos mínimos que establece la 

ley; y el cálculo de los proporcionales correspondientes para la etapa cumplida, en relación con el 

valor de diez (10) unidades de medida arancelaria, fijada en pesos dos mil cincuenta y uno ($ 

2.051) por Resolución Presidencia CM Nº 369/2018. VII. Por lo expuesto, propongo al acuerdo 

rechazar el recurso de Garbarino S.A., con costas. La jueza Mariana Díaz dijo: I. Adhiero, en lo 

sustancial, al voto del juez Carlos F. Balbín por cuanto los argumentos allí desarrollados resultan 

suficientes a fin de resolver el recurso deducido por Garbarino SA. Al respecto, conviene señalar 

que la sanción cuestionada encuentra apoyo en los presupuestos de hecho previstos por las 

infracciones imputadas, en tanto quedó acreditada la falta de información exigible para cada uno 

de los supuestos comprometidos y, por tanto, la multa expresa el ejercicio de la potestad 

sancionatoria atribuida a la autoridad de aplicación sin avanzar en relación con otros aspectos 

regulados, en lo que aquí importa, por el art. 36 de la LDC (cf. mutatis mutandi, mi voto en los 

autos “Swiss Medical SA c/ Dirección General de Defensa y Protección al Consumidor s/ recurso 

directo sobre resoluciones de defensa al consumidor”, expte. Nº3691/2016-0, sentencia del 

28/12/17, y sus citas). Asimismo, comparto la regulación de honorarios efectuada en el punto VI 

del voto que antecede. II. Por lo expuesto, corresponde: i) rechazar el recurso directo interpuesto 

a fs. 41/44; ii) imponer las costas a la vencida (cf. art. 62 del CCAyT); y, por último, iii) regular los 

honorarios profesionales de conformidad con lo dispuesto en el considerando VI del voto del juez 

Carlos F. Balbín. La jueza Fabiana H. Schafrik de Nuñez, por los argumentos allí expuestos, adhiere 

al voto del juez Carlos F. Balbín. Por lo expuesto, y de conformidad con lo dictaminado por la 

señora Fiscal de Cámara, el Tribunal RESUELVE: 1) rechazar el recurso directo interpuesto por 

Garbarino S.A.; 2) imponer las costas a la recurrente, vencida; y 3) regular los honorarios 

profesionales de conformidad con lo dispuesto en el considerando VI del voto del juez Carlos F. 

Balbín. Regístrese. Notifíquese a las partes y a la Sra. Fiscal en su despacho. Oportunamente, 

archívese. Carlos F. Balbín Mariana Díaz Juez de Cámara Jueza de Cámara Contencioso 

Administrativo y Tributario Contencioso Administrativo y Tributario Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires Ciudad Autónoma de Buenos Aires Fabiana H. Schafrik de Nuñez Jueza de Cámara 

Contencioso Administrativo y Tributario Ciudad Autónoma de Buenos Aires 


